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I. INTRODUCCIÓN

A lo largo de la historia ha habido diversas revoluciones tecnológicas que han cambiado el curso de los acontecimientos. Las distintas revoluciones industriales dan buena cuenta de ello y, en la actualidad, no cabe duda de que la revolución digital ocurrida a fines del siglo XX e inicios del XXI ha marcado un cambio de las relaciones en todos los ámbitos de la sociedad pues el uso de las tecnologías se ha convertido en una herramienta esencial de la vida de todas las personas.
Si bien no puede desconocerse que la situación de pandemia mundial vivida en el año 2020 aceleró la utilización de los medios tecnológicos, la realidad es que ya habían empezado a invadir áreas importantes del desenvolvimiento social. Piénsese, v.gr., en la posibilidad de realizar operaciones bancarias on line, efectuar videollamadas o hacer compras también a través de páginas de internet sin tener que desplazarse al local comercial. Y, cuando se enfrentó la crisis sanitaria del covid-19, los medios tecnológicos fueron una fundamental herramienta para poder seguir desenvolviéndose en la vida diaria durante el confinamiento. 
Por supuesto que la Administración de Justicia no fue ajena a esta revolución digital pues ya había comenzado a incorporar en sus ordenamientos jurídicos la utilización de algunos medios tecnológicos tales como las notificaciones electrónicas o la grabación de las audiencias, dejando de lado la escrituración del acto. En este ámbito, también la situación de pandemia permitió el desembarco total de las herramientas digitales en tanto toda la actividad judicial se desarrolló de manera virtual.
Ahora bien, dejando de lado las situaciones de excepcionalidad, resulta ineludible abordar el análisis de la utilización de los medios digitales en la Justicia y, fundamentalmente, en el proceso penal. Es que es, en este fuero, donde los derechos fundamentales de las personas contra quienes se dirige la persecución penal encuentran mayor tensión con los derechos de la sociedad que ha delegado en el Estado el monopolio en el uso de la fuerza pública.
Este estudio resulta necesario pues si la realidad demuestra día a día que cada vez más el mundo digital va invadiendo todas las esferas, sería necio no aprovechar las ventajas de su utilización para lograr mayor eficiencia en la Administración de Justicia sin que ello implique un menoscabo de los derechos de todas las partes del proceso.
El objetivo de este trabajo es profundizar el análisis de una investigación anterior la cual centré en los juicios por medios telemáticos realizados durante la situación de emergencia sanitaria[footnoteRef:1] pues si bien esta metodología fue necesaria dada la situación de excepcionalidad en la cual se encontraba inmerso el mundo entero, debe repensarse si en la actualidad puede seguir utilizándose o resulta conveniente mantenerla sólo para la etapa de investigación penal preparatoria. [1:  Este estudio fue publicado en la obra El Derecho, a prueba. 11 sistemas jurídicos ante el desafío de la COVID-19 (Organizadores Pilar Martín Ríos, César A. Villegas Delgado), Colección de Organización Judicial (Dir. David Vallespín Pérez, Coord. José María Asencio Gallego), Ed. Juruá, Brasil, 2022. El artículo se titula “JUICIOS PENALES VIRTUALES DURANTE LA SITUACIÓN DE PANDEMIA COVID-19: una solución posible”, pp.103-118.
] 



II. LA IRRUPCIÓN DE LAS NUEVAS TECNOLOGÍAS EN EL PROCESO PENAL
Para poder realizar un análisis adecuado, debo comenzar por especificar las características de las diferentes etapas del proceso penal pues ello permitirá comprender con mayor precisión las distintas posibilidades que puede brindar el uso de los medios digitales según sea la etapa procesal de la que se trate. Asimismo, abordaré en este punto cuáles han sido las reformas introducidas en la legislación procesal de la Provincia de Mendoza y en el nuevo Código de Procesal Penal Federal que si bien fue sancionado en el año 2019 su aplicación sólo se ha hecho efectiva en las provincias de Salta y Mendoza. 

1. Etapas del proceso penal
En general, en la gran mayoría de los sistemas procesales, el proceso penal va transcurriendo en diferentes etapas o fases hasta su culminación con una decisión pasada en autoridad de cosa juzgada. Sin embargo, es posible dividirlo en dos bloques más allá de que existan diferentes momentos que integran cada uno de ellos como así también otras etapas que conforman el proceso en su conjunto. Así, se podría decir que el primero de ellos es, usualmente[footnoteRef:2], la etapa de investigación que permite determinar los hechos y reunir los elementos probatorios que deberán ser presentados en el juicio propiamente dicho. Como corolario de ello, si existe mérito suficiente, se pasará a la fase del juicio oral, público, contradictorio y continuo donde deberá resolverse en definitiva sobre la responsabilidad del imputado. [2:  Digo “usualmente” porque es cierto que algunos procedimientos especiales no cuentan con esta etapa de investigación preparatoria como es el caso de los procesos de flagrancia y de los procesos correccionales, tal como se encuentran regulados en varias de las legislaciones procesales argentinas.] 

Como hice referencia, la fase de investigación penal tiene la finalidad de determinar el objeto procesal, quiénes serían los eventuales responsables del hecho ilícito investigado y llevar a cabo todas las diligencias que permitan reunir la prueba que será producida durante el juicio oral. Esta etapa se caracteriza, en general, por ser parcialmente pública y contradictoria. Si bien es cierto que el imputado desde el primer acto que da inicio a una investigación penal, sea éste una denuncia o una notitia criminis, puede ejercer válidamente todos sus derechos, es en el juicio propiamente dicho donde el contradictorio se desarrolla en toda su dimensión. 
Pero, incluso así, durante la investigación preparatoria la intervención de la defensa es ineludible pues existe variada actividad procesal que debe realizarse en audiencia con la presencia de todos los sujetos procesales. Así, v.gr., en aquellas audiencias donde se debe resolver una medida de coerción u otra incidencia que afecte la situación procesal del imputado requieren necesariamente la intervención de la acusación y del imputado junto con su defensor. Si bien esta instancia estaba regulada originariamente como una etapa escrita y actuada, es decir, volcada en actas, las últimas reformas introducidas que tienden hacia un sistema adversarial han limitado la escritura debiendo desarrollarse gran parte de la actividad procesal de manera oral[footnoteRef:3]. [3:  En la provincia de Mendoza las últimas reformas han establecido la oralidad como regla general primando la metodología de la audiencia oral y la registración en soporte digital en lugar del procedimiento escrito y los expedientes (vid. QUIROGA, María Paula, AAVV Leyes de Reformas al Código Procesal Penal Provincia de Mendoza, Ed. ASC, Mendoza, 2022, p.836 y ss). ] 

En la etapa del juicio propiamente dicho, como desarrollaré infra, toda la actividad se desenvuelve de manera oral, en forma pública, garantizando la inmediación y el contradictorio. De esta forma, la audiencia debe realizarse con la presencia de todas las partes intervinientes frente al Tribunal a fin de producir la prueba ofrecida oportunamente para, en base a dicha prueba, resolver en definitiva sobre la responsabilidad penal de la persona sometida a proceso. En otras palabras, es en esta fase donde todos los sujetos procesales deben interactuar conjuntamente no sólo aportando los elementos probatorios que benefician su posición sino también controlando lo realizado por la contraria. Es la instancia en donde cada parte, frente al Tribunal, puede exponer con claridad su pretensión penal y, eventualmente civil, a fin de obtener una resolución favorable a sus intereses.
Como puede advertirse, la primera fase es preparatoria de la segunda en tanto la acusación pueda reunir suficientes de elementos de prueba que permitan durante el juicio determinar la responsabilidad penal del imputado. Si ello no es así, el proceso culminará anticipadamente durante la investigación penal.

2. DISPOSICIONES NORMATIVAS
Las distintas legislaciones procesales del país, en mayor o menor medida, han ido incorporando en sus digestos la utilización de las diversas tecnologías en el proceso penal. Como es sabido, al ser Argentina un país federal, cada provincia dicta para sí sus propios Códigos procesales por lo que resulta imposible abarcarlos a todos[footnoteRef:4], es por ello por lo que voy a tratar las reformas introducidas en la Provincia de Mendoza y en el Código Procesal Penal Federal aun cuando éste último todavía no rige en todo el país sino sólo en las provincias de Salta y Mendoza, como ya señalé.  [4:  Argentina está dividido en 24 jurisdicciones, 23 provincias y un distrito federal que es la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Además de las provincias y la Ciudad Autónoma, también existe una jurisdicción nacional en todo el territorio del país con una competencia limitada. De tal manera, existen 25 Códigos procesales en el país.] 

En la legislación procesal mendocina, las modificaciones introducidas en el año 2016 mediante la Ley n 8.896 tuvieron por finalidad implementar el uso de las nuevas tecnologías en el proceso penal[footnoteRef:5]. Así el núcleo de la reforma estuvo en la implementación de las audiencias orales para la resolución de toda actividad procesal durante la investigación penal preparatoria que no tuviera previsto un procedimiento especial. La implementación de esta metodología generó varios cambios porque el Juez dejó de dictar sus resoluciones de manera escrita debiendo hacerlo en forma oral, una vez finalizada la audiencia.  [5:  Para profundizar en el tema, vid. PINA GONZÁLEZ, Juan Manuel, AAVV Leyes de Reformas al Código Procesal Penal…, ob.cit., p.267 y ss.] 

Como consecuencia de ello, se modificó igualmente la forma de registración pues al reemplazarse la escritura por la oralidad fue necesario implementar un sistema que permitiera resguardar las resoluciones adoptadas en audiencia. De esta manera, se estableció que los fundamentos de éstas iban a constar en registros de audios que debían incorporarse al protocolo y, respecto de tales protocolos, se estableció la firma digital o electrónica. Mediante reformas posteriores, concretamente con Ley n 9.040 del año 2017, se estableció el sistema de videograbación de todas las audiencias orales como prueba suficiente de su realización y certeza de lo ocurrido en las mismas, quedando la registración en actas como una metodología excepcional.
Asimismo, en el año 2016, se estableció la notificación a las partes del proceso mediante formas electrónicas, telefónicas o por otros medios equivalentes como mensajería instantánea de whatsapp, pudiendo utilizarse también casillas de correos oficiales o un sistema informático de almacenamiento de documentos. Como afirma Pina González [d]e esta manera quedaron superadas las costosas, engorrosas y burocráticas formas de notificación “con traslado del expediente” y “por cédula en papel”, que eran las regla en las Leyes N 1.908 y 6.730[footnoteRef:6]. [6:  PINA GONZÁLEZ, Juan Manuel, AAVV Leyes de Reformas al Código Procesal Penal…, ob.cit., p.286.] 

Todas estas modificaciones tuvieron como finalidad la implementación de nuevas tecnologías para mejorar y hacer más eficaz el sistema procesal. De allí la razón de agilizar el sistema de notificaciones y reemplazar la oralidad por la escritura aun cuando, de esto último, debo decir que no siempre redunda en una mayor celeridad. Pero lo cierto es que las sucesivas reformas hicieron hincapié en incorporar nuevas herramientas digitales en beneficio del proceso. En consonancia con ello, mediante Acordadas de la Suprema Corte de Justicia de la Provincia se dispuso la recepción de pedidos digitales de algunas audiencias por parte del Ministerio Público Fiscal[footnoteRef:7].  [7:  SCJMza, Acordada n 28.888 de 31 de julio de 2018, se dispuso que las solicitudes vinculadas con la privación de libertad del imputado (prisión preventiva, cese y prórroga de ésta) debían realizarse de forma electrónica. Acordada n 28.923 de 28 agosto de 2018, se dispuso que las audiencias de acusación del procedimiento correccional se solicitaran también de manera electrónica.] 

Con la llegada de la emergencia sanitaria y ante la imposibilidad de suspender el servicio de Justicia se amplió la utilización del formato digital pues no sólo el Ministerio Público Fiscal debía presentar sus requerimientos de manera electrónica sino que dicha obligación se impuso a todas las partes intervinientes en el proceso. De igual manera, las causas en los Tribunales únicamente podían ser recepcionadas en formato digital. A ello debe agregarse que el desarrollo de todas las audiencias tanto durante la investigación penal como en la instancia del juicio oral se llevaron a cabo de forma virtual a través de distintas plataformas digitales como zoom, Google meet, teams, Skype, entre otras. 
De esta forma, si bien la situación de emergencia aceleró la utilización de herramientas digitales, lo cierto es que había una intención clara de incorporarlas al proceso penal y las reformas legislativas daban buena cuenta de ello pues estaban en consonancia con la política judicial implementada desde la Suprema Corte de Justicia de la Provincia. Y en este camino se llegó a la implementación del legajo digital que, en alguna medida, vino a sustituir el expediente papel aun cuando éste sigue su andadura durante la investigación penal preparatoria[footnoteRef:8]. Y digo esto porque el legajo digital se inicia con los pedidos de audiencias y/o casos que ingresen a los Juzgados y Tribunales, manteniéndose la prohibición de recibir o tramitar causas en formato papel pero continúa su utilización en el ámbito del Ministerio Público Fiscal. [8:  El legajo digital fue implementado por Resolución n 55 de 18 de agosto de 2020, del Ministro coordinador del Fuero Penal de la Suprema Corte de Justicia de la Provincia.] 

Más allá de ello, resulta significativo lo plasmado en los considerandos de la Resolución que reglamentó el legajo digital pues allí se sostiene que […]durante la emergencia sanitaria el fuero penal ha continuado con su labor, utilizando e incorporando recursos tecnológicos (tanto sofware como hardware), lo que ha demostrado que la gestión de casos penales no requiere de la presencialidad física en todo acto, y menos aún del expediente en soporte papel, sino que con la adopción de medios telemáticos se puede mantener y mejorar la celeridad procesal lograda por la ley 9040 y seguir en el camino de la desburocratización.
Como puede advertirse, la utilización de las herramientas que brinda la tecnología ocupa un lugar trascendente en el proceso penal de Mendoza, tal como ha sido puesto de manifiesto en todas las reformas introducidas en los últimos años. Y si bien, como hice referencia supra, la situación de pandemia por covid-19 aceleró su implementación no cabe duda de que la digitalización, que ha inundado todos los órdenes de la vida, iba a llegar también al proceso penal.
En el nuevo ordenamiento procesal federal también se han regulado disposiciones normativas que hacen referencia a la utilización de la tecnología aunque no en gran medida, lo cual resulta llamativo teniendo en cuenta que se trata de una de las últimas reformas procesales realizadas en el país[footnoteRef:9], máxime cuando su legislación anterior mantiene todavía el sistema mixto que aún se encuentra vigente en varias provincias argentinas. [9:  El Código Procesal Penal Federal fue aprobado por Ley n 27063.] 

Así, en la legislación que rige en el ámbito federal, se ha regulado una etapa de investigación penal en la cual el Ministerio Público Fiscal deberá formar un legajo de investigación que no va a estar sujeto a ninguna formalidad salvo las normas que sobre registración pueda dictar el Procurador General. En cuanto a la registración de los actos del proceso se podrá realizar por cualquier medio sea escrito, por imágenes, sonidos u otro soporte tecnológico equivalente, debiendo asegurarse su autenticidad e inalterabilidad. Respecto a las notificaciones y comunicaciones, no existe tampoco una reglamentación específica, lo deja librado a lo que dispongan las leyes siempre que se garantice el debido conocimiento de lo que se comunica a fin de que las partes pertinentes puedan ejercer válidamente sus derechos. 
Como puede advertirse, la legislación procesal del fuero federal no regula la incorporación de herramientas digitales como sí se ha regulado en la Provincia de Mendoza. Aun así, la manera en que se ha legislado no impide que en un futuro se utilicen en el proceso sin que sea necesario una modificación legislativa. 


III.  LA ETAPA DE JUICIO ORAL 
Como hice referencia supra, las disposiciones normativas comentadas se aplican en todas las instancias del proceso en tanto y en cuanto hacen referencia a los modos de desarrollar la actividad procesal y las distintas modalidades de registración de dicha actividad, bien sea del acto en sí mismo o de las actuaciones que deben formarse con dicha actividad. En general, todas ellas tienden a lograr mayor eficiencia en el desenvolvimiento del proceso y, en la medida en que no impliquen el menoscabo de ninguno de los derechos de las partes, no resultan cuestionables.
Sin embargo, en el avance de la utilización de estas herramientas digitales se advierte la posibilidad de utilizar medios telemáticos para desarrollar determinados actos procesales sin que sea necesario la presencialidad física, tal como fue puesto de manifiesto en los considerandos de la Resolución que reglamenta el legajo digital, citada precedentemente. Y es aquí donde pueden comenzar los cuestionamientos, especialmente cuando esta metodología pretende aplicarse al juicio oral, pues habrá que determinar si ello es posible sin menoscabar ni la esencia del juicio ni los derechos fundamentales de las partes intervinientes.
En función de ello, analizaré a continuación los principios que rigen el juicio oral y cuáles resultan ser las principales objeciones que pueden plantearse con respecto a los juicios virtuales. 

1. PRINCIPIOS QUE RIGEN EL JUICIO ORAL
En todos los sistemas procesales se considera el juicio como fase o etapa central del proceso y es aquí donde las partes podrán hacer valer sus pretensiones de manera presencial con todas las características de la oralidad, inmediación, contradictorio y publicidad. Los lineamientos de éste surgen de los postulados constitucionales que pretenden garantizar el reconocimiento y respeto de los derechos del imputado y también el derecho de la víctima a ser oída, logrando así el restablecimiento de la paz social que se ha visto alterada con la comisión de un hecho delictivo. 
En Argentina, en este modelo constitucional y convencional, el juicio se desarrolla frente a un Tribunal pasivo que se encuentra rígidamente separado de las partes en tanto que éstas se encuentran en un plano de igualdad, con un acusador a quien le compete la carga de la prueba enfrentada con la defensa en una audiencia oral y pública. En palabras de Ferrajoli[footnoteRef:10], se requiere de una estructura triádica o triangular entre los tres sujetos del proceso, las dos partes que son la acusación y la defensa frente al juez tercero a quien le corresponde tomar la decisión luego de haber recibido la prueba del acusador y su refutación por parte de la defensa. Sin embargo, con bien refiere el autor, a ello deben agregarse otras garantías que son la oralidad, la publicidad, la legalidad y la motivación. [10:  FERRAJOLI, Luigi, Derecho y Razón, Teoría del garantismo penal, 8º ed., Ed. Trotta, Madrid, 2006, p.606.] 

La oralidad supone la posibilidad de que todos los actos del debate se desarrollen a viva voz frente a todos los sujetos intervinientes, lo cual implica que la prueba presentada en el juicio deberá ser mediante la palabra hablada lo cual posibilita asimismo la inmediación pues tanto el juez como las partes van a tener contacto directo con aquella en el momento de su recepción. Los testigos y peritos que intervengan el juicio serán escuchados por todos pudiendo las partes ejercer el debido control de sus declaraciones e incluso interrogarlos conforme a las pautas reguladas por la legislación vigente, haciendo realidad también el contradictorio. Como bien afirma Cafferata Nores la inmediación […]consiste en el contacto directo, personal y permanente en un lapso y en un espacio físico común, que jueces, acusadores, imputados, victimas y sus defensores tienen durante el desarrollo del debate con las pruebas que se reciben, y el que mantienen todos ellos entre si, interactuando verbalmente cada uno en los roles como actores, contradictores, directores o decisores que la ley procesal les asigna, ante la presencia de cualquier ciudadano que lo desee[footnoteRef:11]. Así se advierte la importancia de que todos estén puestos físicamente frente a frente puesto que ello permite una percepción directa de los elementos probatorios para poder tomar una decisión justa en función de los hechos probados pues todos los sujetos procesales han tenido exactamente la misma captación de la prueba producida durante el debate. [11:  CAFFERATA NORES, José, “El juicio penal digital. De los “estrados tribunalicios” a los “estrados cibernéticos”, El debido proceso legal (Dir. Ángela Ledesma), nº 10, Ed. Hammurabi, Buenos Aires, 2020, p.391.] 

Asimismo, la audiencia oral brinda la posibilidad de que cualquier interesado pueda presenciar el debate y conocer también los fundamentos de la sentencia. Es importante destacar que la publicidad de los actos de gobierno es propia del sistema republicano que rige en Argentina y permite a toda la sociedad el control en la administración de Justicia como así también resulta una garantía para el imputado para obtener un juicio justo y evitar arbitrariedades judiciales. En base a ello, afirma Maier que [l]a única manera conocida de abrir el procedimiento penal a la apreciación popular y, con ello, al control del público en general es, sin duda, llevarlo a cabo en una o varias audiencias continuas hasta su terminación, concentrando sus actos y cumpliéndolos oralmente; también históricamente esta forma de proceder estuvo unida al control popular y al sistema republicano de organización del poder social[footnoteRef:12]. [12:  MAIER, Julio, Derecho Procesal Penal I. Fundamentos, 2º edición, Ed. Del Puerto, Buenos Aires, 2004, p.661.] 

En función de ello es que Bovino[footnoteRef:13] considera que la publicidad es un principio fundamental y estructurante del proceso penal, de carácter político, que involucra diversos intereses. Afirma el autor que [l]a complejidad del principio surge de su carácter de garantía irrestricta del imputado y -al mismo tiempo- de su consideración como derecho político de los ciudadanos de controlar los actos de gobierno en una república[footnoteRef:14]. Siendo ello así, la asistencia del público en el juicio es una exigencia ineludible del régimen político para que los ciudadanos puedan controlar la actuación de quienes realizan la función judicial. [13:  BOVINO, Alberto, Principios políticos del procedimiento penal, Ed. Del Puerto, Buenos Aires, 2005, p.72.]  [14:  Ibídem, p.73.] 

De esta manera, los principios enunciados tienen estrecha vinculación con el derecho de defensa pues, en esta audiencia oral y pública, el imputado no sólo va a tener acceso a todos los elementos probatorios conjuntamente con el Tribunal y el acusador sino que, además, se permite el debido control sobre los mismos y la posibilidad de refutarlos mediante prueba de descargo. Es posible afirmar entonces que todos estos principios se encuentran estrechamente vinculados entre sí dando forma al proceso penal.
Sostiene Binder, en este sentido, que […] juicio no es cualquier trámite, sino la estructura (conjunto de formas vinculadas a los actos, sujetos, tiempo, espacio, coerción y caso) que sostiene la imparcialidad, la contradicción y la publicidad. También la experiencia histórica ha demostrado […] que sólo la oralidad, la inmediación, la concentración, la continuidad es decir, las formas de la oralidad en sentido amplio son los únicos modos hasta el presente, que garantizan las condiciones de verificación[footnoteRef:15]. Efectivamente, como no se trata de un mero trámite, la forma en que se lleva a cabo es de vital importancia para hacer realidad un juicio justo. [15:  BINDER, Alberto, Elogio de la audiencia oral y otros ensayos, Consejo de la Judicatura del Estado de Nuevo León, Monterrey, Nuevo León, México, abril 2014, p. 29 y ss.] 

Estos son los principios que rigen el proceso penal y nadie pone en duda su necesaria existencia. Ahora bien, la forma en que estos principios se hacen efectivos depende de la celebración del juicio oral pues habrá que determinar si los juicios virtuales pueden cumplir con los mismos o su implementación conlleva su afectación y, como consecuencia de ello, resultan menoscabadas también las garantías constitucionales. 

2. JUICIO ORAL VIRTUAL 
Como ya hice referencia en la anterior investigación ya citada, en todos los países alrededor del mundo, las actividades y la vida en general de las personas sufrió un abrupto cambio a partir de la situación de pandemia por covid-19. Frente a la paralización generalizada el desafío de la Justicia fue lograr establecer un modo en que se pudiera seguir Administrando Justicia sin poner en riesgo la salud de las personas. Indudablemente no era posible pensar en la paralización de la Justicia pues, como sostenía Rua en aquel momento, [s]i abandonamos la función principal de la Justicia de gestionar los conflictos, éstos van a ser reconducidos y gestionados a través de otras formas y otros actores. En concreto, el apartamiento del Estado en la resolución de los conflictos, es decir la parálisis del Estado en esta función principal, generará de por sí la absorción de la violencia a través de formas privadas de ejercicio. Serán los involucrados o terceros quienes aplicarán la violencia generándose un sistema subterráneo de gestión de conflictos a través de la ley del más fuerte[footnoteRef:16]. [16:  RUA, Gonzalo, Juicios orales virtuales en tiempos de pandemia, https://sistemasjudiciales.org/wp-content/uploads/2021/10/14.-SJ24.-Rua.pdf (fecha de visita: marzo 2022).] 

En efecto, ante la incertidumbre de no saber el tiempo en que se iba a mantener dicha emergencia sanitaria, no se podía dejar a las víctimas, sobretodo aquellas especialmente vulnerables, sin protección judicial. No podía dejar de evaluarse, además, que la situación de encierro en la que se encontraba toda la sociedad podía generar un aumento de determinados tipos de delitos especialmente violentos como los supuestos de violencia de género. Es por ello por lo que, con mayores o menores matices, los Poderes Judiciales de las distintas provincias dispusieron la utilización de los medios digitales para poder llevar a cabo la actividad procesal. Así, algunos admitieron la posibilidad de desarrollar las audiencias más urgentes, fundamentalmente aquellas que tuvieran por objeto resolver sobre la privación de libertad de las personas sometidas a proceso pero, en otras provincias como es el caso de Mendoza, se habilitó la posibilidad de llevar adelante los juicios mediante medios telemáticos como Skype o Teams.
Para organizar esta nueva forma de trabajo y, sobretodo, para dotar de legitimidad a la actividad así desarrollada se establecieron diferentes protocolos a fin de posibilitar que la audiencia virtual, en la mayor medida posible, resguardara los principios que rigen en el juicio común. De esta manera, se estableció que todas las partes debían encontrarse en un lugar donde no hubiera interferencia de terceras personas e igualmente los testigos debían declarar en estas condiciones para evitar que alguien pudiera influir en su declaración. Se debía garantizar que el testigo fuera interrumpido y no continuase declarando cuando alguna de las partes objetara alguna pregunta. Vinculado con el derecho de defensa, los protocolos preveían la posibilidad de que el defensor se encontrara en el mismo espacio físico que el imputado y si ello no era viable, por ejemplo, por encontrarse alojado en un establecimiento penitenciario pues, entonces, debían tener una vía de comunicación directa y privada que les permitiera estar en permanente contacto durante el desarrollo de la audiencia. A fin de garantizar la publicidad, requerida constitucional y convencionalmente, se previeron distintas opciones según las capacidades tecnológicas existentes. En tanto fuera posible podía realizarse en vivo y si ello no era así, la transmisión podía ser en diferido a través de los canales de comunicación oficiales como si se tratase de un juicio oral presencial. Asimismo todas las audiencias debían ser grabadas y resguardadas garantizando su autenticidad.
A fin de llevar a cabo la actividad en esta modalidad, en algunas jurisdicciones se requirió el consentimiento de los intervinientes pero en otras no en el entendimiento de que, ante la imposibilidad de determinar el momento a partir del cual se iba a poder retomar la actividad presencial, se justificaba la implementación de los juicios virtuales pues la demora en realizar el acto podía acarrear graves violaciones a garantías constitucionales no sólo de los imputados sino también de las víctimas. En este aspecto Langevin[footnoteRef:17] criticó esta práctica por considerar que el consentimiento del imputado resulta ineludible en tanto el juicio virtual implica una restricción de enormes proporciones porque impacta en casi todos los componentes básicos del debido proceso y, así como se requiere el consentimiento del imputado para un juicio abreviado, igualmente debería requerírsele para poder llevar a cabo el juicio mediante plataformas virtuales. [17:  LANGEVIN, Julián, Juicio penales «virtuales», Ed. Hammurabi, Buenos Aires, 2020, p.31 y ss.] 

Todo ello podía resultar explicable y razonable en una situación de emergencia sanitaria como la vivida pues era necesario que se siguiera brindando el servicio de Justicia a toda la sociedad pero no se puede decir lo mismo cuando ese momento crítico ya ha pasado. En la actualidad, nada impide realizar un juicio oral con la presencia física de todas las partes intervinientes sin ningún tipo de riesgo para su salud, tal como se encuentra regulado en la ley. Y esta manera de desarrollar el juicio es respetuosa de todas las garantías que se encuentran plasmadas en la Constitución Nacional y en las Convenciones internacionales de protección de Derechos Humanos que han sido incorporadas a la Constitución.

2.1 Principios procesales y virtualidad
Dejando entonces de lado estados de excepcionalidad entiendo que corresponde hacer un análisis tanto de los principios como de las exigencias legales para determinar si es posible que el juicio oral sea desarrollado de manera virtual. Así, si se comienza por la propia letra de la ley, en general las leyes de procedimiento establecen que el debate oral será abierto con la presencia de todas las partes. En este sentido, Abraldes[footnoteRef:18] hace referencia a la interpretación sistemática de todas las disposiciones normativas que permite afirmar la ineludible presencia física de las partes en el desarrollo de la audiencia porque al hacer referencia a que el Tribunal se constituirá en la Sala de Audiencias y verificará la presencia de las partes constituyen un estándar que sólo se puede verificar con la presencialidad.  [18:  ABRALDES, Sandro, “Juicio oral virtual: hacia el oxímoron”, Revista de Derecho Procesal Penal, Crisis de legalidad en el proceso penal-II, 2020-2, Ed. Rubinzal-Culzoni, Santa Fe, 2021, p.17 y ss.] 

Ello resulta entonces coincidente con la definición de presencia que brinda la RAE en tanto entiende que se refiere a [a]sistencia personal, o estado de la persona que se halla delante de otra u otras o en el mismo sitio que ellas[footnoteRef:19]. No es posible darle una interpretación distinta al vocablo presencia porque su significado alude justamente al espacio físico.   [19:  RAE, https://dle.rae.es/presencia ] 

Por lo tanto, al ser éstas las exigencias establecidas en la ley, las mismas no pueden verse modificadas por decisiones de rango inferior como pueden ser las resoluciones de los Máximos Tribunales de cada provincia o, incluso, de la Corte Suprema de Justicia de la Nación que habiliten la realización del juicio de manera virtual por lo que, en la actualidad, sólo una reforma legislativa podría permitirlo[footnoteRef:20]. Ello es así pues, como bien afirma Ferrajoli, la legalidad de los procedimientos […]exige que todas las actividades judiciales se desarrollen, bajo pena de nulidad, según un rito legalmente preestablecido[footnoteRef:21]. [20:  Esta opción sólo fue posible en la situación de emergencia porque por Decreto del Poder Ejecutivo   (DNU) 297/2020, el cual fue convalidado por el Congreso Nacional, expresamente se dispuso que las autoridades de los Poderes Judiciales de cada provincia debían regular el desplazamiento y las actividades necesarias para garantizar el servicio de Justicia resguardando, a su vez, la salud de las personas involucradas. ]  [21:  FERRAJOLI, Luigi, Derecho y Razón…, op.cit., p.606.] 

Si bien es cierto que algunas decisiones jurisdiccionales, en un esfuerzo interpretativo para convalidar la utilización de medios telemáticos durante la emergencia sanitaria, sostuvieron que la presencia física del imputado en la sala de audiencias o la forma en que se produce la prueba no integra el núcleo de los parámetros que fija el artículo 6 del CEDH ni el artículo 8 de la CADH, posición con la cual coincide Cafferata Nores[footnoteRef:22], lo cierto es que la referencia que se hizo a normativa internacional para fundamentar estas resoluciones no puede trasladarse sin más al tema del juicio. En efecto, se sostuvo que […]el empleo del sistema de video conferencia para el cumplimiento de diversos actos procesales no es una cuestión novedosa; pues se encuentra reconocido, en el orden internacional, en el Estatuto de la Corte Penal Internacional (arts.63.2, 68.2 y 69.2); la Convención de las Naciones Unidas contra la delincuencia Organizada Transnacional (art.24); el Convenio Europeo relativo a la Asistencia Judicial en Materia Penal (art. 10) y el Convenio Iberoamericano sobre el Uso de Videoconferencia en la Cooperación Internacional entre Sistemas de Justicia, incorporado a nuestro medio a través de la ley 27.162[footnoteRef:23]. Sin embargo, a poco andar en el análisis de tales disposiciones se advierte que regula supuestos especiales de excepcionalidad.  [22:  CAFFERATA NORES, José, “El juicio penal digital…”, op.cit., p.389. Es importante destacar que el autor publicó, con anterioridad al artículo que aquí se cita, en la página virtual de Academia Nacional de Derecho y Ciencias Sociales de Córdoba un artículo titulado “De los estrados “tribunalicios” a los estrados “cibernéticos”: Covid 19 y el ciberjuicio” donde, en principio, no parece partidario de los juicios virtuales y afirma la necesidad de la presencia de todas las partes en el desarrollo del juicio oral. En el artículo que ahora cito si bien no toma posición deja planteada la necesidad de un debate integral, prudente, concienzudo e interdisciplinario para poder tomar una decisión frente al ciberjuicio.]  [23:  TOPE nº 3, CPE 1814/2017/TO2, “S. A. s/Inf. Ley 22415”, 14/05/2021.] 

Así los artículos mencionados del Estatuto de la Corte Penal Internacional establecen situaciones en las cuales se admite que tanto el imputado como los testigos puedan no estar en forma presencial en el juicio bien sea porque el acusado perturbe la realización de éste por lo que se puede disponer que salga de la sala o bien en el caso de que sea necesario la protección de testigos o víctimas y, por ello, se permite que puedan declarar por medios electrónicos u otros medios especiales. 
En tanto los artículos referidos de la Convención de las Naciones Unidas contra la delincuencia Organizada Transnacional expresamente hacen mención a la protección de testigos, justificándose así que puedan declarar por videoconferencia u otros medios adecuados. Por otro lado, en el artículo citado del Convenio europeo relativo a la Asistencia Judicial en Materia Penal nada se dice de la posibilidad de que testigos no comparezcan personalmente a declarar y, por último, el Convenio Iberoamericano se aplica para aquellos supuestos en que las personas que deban prestar declaración se encuentren ubicadas en un lugar distinto de la autoridad competente.
Como puede advertirse, no surge de los instrumentos internacionales citados la posibilidad de que el juicio se realice en su totalidad por medios telemáticos sino que contemplan situaciones de excepcionalidad que justifican que cierta actividad procesal, vinculada fundamentalmente con las declaraciones de personas que requieran una protección especial, pueda llevarse a cabo sin la presencia física en la sala de audiencias. Y estas situaciones también se encuentran contempladas en las legislaciones procesales, buen ejemplo de ello es el Código Procesal Penal Federal admite la posibilidad de declaraciones por videoconferencia de manera excepcional, esto es, en el supuesto de víctimas especialmente vulnerables o cuando por motivos graves y difíciles de superar no pueda comparecer a la audiencia.
Es que, como bien afirmaba Vélez Mariconde, […]el juicio que impone la Constitución o proceso penal (ésta resulta ahora la expresión apropiada) es una entidad jurídica prefijada o un tipo legal abstractamente definido por el derecho procesal, el cual establece las formas de los actos que lo integran y el orden (procedimiento) que debe observarse al cumplirlos. […] En otros términos, la Constitución hace del proceso penal un instrumento esencial de la justicia represiva, el que sólo tiene eficacia jurídica cuando se observan concretamente las formalidades prescritas por el derecho que le da vida[footnoteRef:24]. Debido a ello, considero que solamente una ley en sentido formal podrá disponer que el juicio previo exigido por la Constitución se desarrolle mediante herramientas virtuales. [24:  VÉLEZ MARICONDE, Alfredo, Derecho Procesal Penal II, 3 ed., Ed. Lerner, Córdoba, 1981, p.25.] 

Ahora bien, este argumento de legalidad ya debería ser suficiente para entender la imposibilidad de realizar los juicios por medios telemáticos en la actualidad pero ante la eventualidad de que en un futuro el legislador introduzca reformas que permitan su utilización entiendo que es necesario continuar con el análisis de los principios procesales.
Y en este orden, también es posible señalar el menoscabo que sufren los principios de oralidad, publicidad e inmediación que no pueden ser suplidos por medios digitales, afectándose de esta manera el derecho de defensa de todo imputado. En efecto, el juicio que se realiza de manera presencial garantiza el cumplimiento de dichos principios pues, como expone Richard González, […]no podemos aceptar que las vistas virtuales respetan los principios de oralidad, inmediación y contradictorio. Uno puede engañarse todo lo que quiera y aceptar cualquier sucedáneo del juicio oral. Pero, no creo que resulte posible efectuar un auténtico y eficaz acto de comprensión del acto procesal del que el juez únicamente tiene su reflejo en una pantalla. Dificultad que se incrementa cuando se trata de valorar la prueba practicada de la que se ha tenido conocimiento, nuevamente, por medio de imágenes en una pantalla[footnoteRef:25]. [25:  RICHARD GONZÁLEZ, Manuel, “Elogio del juicio oral (presencial) escrito por un profesor partidario del uso de la tecnología en el sistema judicial”, Diario La Ley, 09/06/2020, https://diariolaley.laleynext.es
(fecha de visita: marzo de 2022).] 

Claramente si se analiza el principio de oralidad en sí mismo, podría decirse que no se ve afectado porque la prueba igualmente se expone y discute verbalmente con la presencia virtual ininterrumpida de quienes participan en el proceso, por lo que la utilización de herramientas tecnológicas no implica que se reemplace la oralidad por algún medio escrito sino que las partes pueden expresarse y percibir lo que acontece en el trascurso del debate por medio de la palabra hablada. Sin embargo, esto sólo constituye una mirada sesgada de la oralidad que no tiene en cuenta que la misma implica la realización de todos los otros principios. Como bien sostiene Richard González [e]l juicio es oral o no lo es. Y no sólo, que también, por el simple hecho de que todos los intervinientes en cualquier clase de reunión social (también en el juicio) se expresan oralmente, sino porque la oralidad se asocia a todo un conjunto de principios mancomunados que garantizan en su conjunto la mayor eficacia posible para el instrumento social que es el proceso[footnoteRef:26]. Y es justamente por ello, por su vinculación con el resto de los principios que rigen en el proceso que es posible afirmar la afectación del principio de oralidad. [26:   Ibídem.] 

En este sentido, se ha dicho que [l]a oralidad potencia las virtudes individuales y combinadas de la publicidad, la inmediación, el contradictorio, la concentración y la identidad física del juzgador y es una aplicación del principio general de la originalidad de las pruebas, por cuanto la manifestación natural y originaria del pensamiento humando es la palabra hablada[footnoteRef:27]. Y en este punto coinciden Bovino y Bertelotti en cuanto afirman que [l]a relevancia de la oralidad, en este sentido, es que ella se confunde con los principios que la caracterizan. De allí su especial importancia. Lo que no se puede dejar de lado, sin embargo, es que la oralidad da contenido a estos principios, y, por ello, no es un instrumento neutro […][footnoteRef:28]. [27:  COUSSIRAT, Jorge, GUAJARDO, Laura, PEÑALOZA, Fernando, QUIROGA, María Paula, Manual de Derecho Procesal Penal, Ed. Jurídicas Cuyo, Mendoza, 2008, Tomo I, p.132.]  [28:  BOVINO, Alberto, BERTELOTTI, Mariano, “La oralidad en el procedimiento penal”, El debido proceso legal (Dir. Ángela Ledesma), nº 3, Ed. Hammurabi, Buenos Aires, 2016, p.89.] 

Comenzando por la publicidad, se ha sostenido que es posible garantizarla toda vez que se puede permitir el libre acceso del público a la sala virtual para que todas aquellas personas que estén interesadas puedan tener conocimiento del juicio. En este sentido, los planteos efectuados respecto de la publicidad en tiempos de pandemia no prosperaron por cuanto los Tribunales consideraron que se debía posibilitar el acceso a la plataforma de videoconferencia a las personas que así lo soliciten siempre y cuanto la cantidad de peticionarios no entorpeciera o dificultara el desarrollo de la audiencia. Además si se tiene en cuenta que todo el desarrollo de la audiencia debía quedar grabado y conservarse en condiciones que impidieran su alternación, cualquier interesado podía acceder a verlo cumpliéndose así con la debida publicidad de los actos de gobierno. En otras palabras, lo que se puede concluir con esa jurisprudencia es que basta con que se pueda “presenciar” por medios digitales la audiencia o que se pueda ver su grabación para dar por satisfecho el principio de publicidad.
Sin embargo, autores como Langevin[footnoteRef:29] cuestionan esta posibilidad por el riesgo cierto de que quienes accedan graben o directamente transmitan en streaming el juicio. Incluso manifiesta que, aun cuando el Tribunal prohíba a quienes accedan grabarlo, lo cierto es que es posible grabar lo que la pantalla del dispositivo está reproduciendo fuera de la plataforma de videoconferencia por lo que se estaría entregando de manera gratuita imágenes y voces de todos los que intervienen en el juicio para su eventual utilización ilícita. Entiendo que lleva razón el autor pues no es lo mismo que se pueda presenciar un debate que la posibilidad de obtener imágenes o grabaciones de éste, máxime cuando dichas grabaciones pueden serlo de personas ajenas al proceso como es el caso de testigos o peritos.  [29:  LANGEVIN, Julián, Juicios penales…, op.cit., p.157 y ss.] 

Y en este sentido, no puede perderse de vista lo sostenido por la Corte Interamericana de Derechos Humanos que ha resuelto que [a]unque el derecho a la imagen no se encuentra expresamente enunciado en el artículo 11 de la Convención, las imágenes o fotografías personales, evidentemente, están incluidas dentro del ámbito de protección de la vida privada[footnoteRef:30], aspecto éste que debe evaluarse cuando se permite el ingreso del público a una sala virtual. Máxime cuando por Disposición 10/15 de la Dirección Nacional de Protección de Datos Personales se reconoció que una imagen o registro fílmico, a los efectos de la Ley n 25.326[footnoteRef:31], es un dato de carácter personal en la medida en que una persona pueda ser determinada o determinable, siendo por lo tanto objeto de protección. [30:  Corte IDH, caso “Fontevecchia y D´Amico vs Argentina”, Sentencia de 29 de noviembre de 2011, párr.67.]  [31:  Ley n 25.326 de Protección de Datos Personales. En igual sentido, la Directiva Europea 95/46/CE referida al tratamiento de datos personales, considera también como dato a la imagen personal.] 

Si se hace referencia a los principios de inmediación y de contradictorio, el menoscabo que sufren en un juicio desarrollado de manera telemática es innegable. En efecto, al no encontrarse el testigo o el perito en la misma sala frente a las partes y el Tribunal son múltiples los aspectos que pueden señalarse en desmedro de la calidad de ese elemento probatorio. Si bien es cierto que la percepción del Tribunal y de las partes se obtiene a través de estos medios tanto en imagen como en sonido y puede controlarse en forma simultánea la producción de la prueba, la realidad demuestra que, como sólo se podrá percibir la cara del deponente pero no el entorno en el cual se encuentra es posible que pueda verse influenciado o guiado por otros en su declaración o, incluso, que pueda leerla y ello no podrá estar sujeto a ningún control. 
Y este es justamente el aspecto central pues si la inmediación requiere que la aproximación a la prueba lo sea sin ninguna interferencia que puedan distorsionar o tergiversar su contenido, el empleo de un medio virtual para realizar el debate facilita estas interferencias ante la imposibilidad cierta de comprobar que no existe ningún tipo de manipulación en la declaración de ese testigo. Asimismo, es muy difícil tener una percepción acabada de éste, poder apreciar su forma de expresión tanto en su lenguaje verbal como no verbal, poder aclarar el sentido de sus expresiones, entre otros aspectos, que no solamente permite evaluar la credibilidad de la persona sino también cómo es su respuesta frente al proceso. En este punto, afirma Langevin[footnoteRef:32] que las plataformas virtuales constituyen un rol de mediación técnica entre los jueces y las partes con las pruebas por lo que no se puede afirmar que no se vea menoscabado este principio. [32:  LANGEVIN, Julián, Juicios penales…, op.cit., p.177.] 

Al respecto expresa Cafferata Nores que parece difícil poder contradecir, desafiar o cuestionar la veracidad de una prueba de pantalla a pantalla y por eso considera que […] la fecundidad convictiva que de esta confrontación se espera, pareciera más posible de lograr si ella se lleva a cabo “cara a cara” entre los protagonistas de modo presencial, aventando así el riesgo de que la virtualidad frustre su objetivo de provocar en los jueces una impresión sobre la inconsistencia o la insinceridad de esa prueba personal de cargo[footnoteRef:33]. Es que indudablemente no es lo mismo la percepción personal que la percepción a través de imágenes de una pantalla. [33:  CAFFERATA NORES, José, “El juicio penal digital…”, op.cit., p.392.] 

Con respecto del contradictorio se puede llegar a igual conclusión que respecto de los principios analizados previamente porque también repercute en su realización. Si bien se ha dicho que con los medios virtuales, las partes conservan la posibilidad efectiva de presenciar, interpelar y, llegado el momento, ponderar la validez de las declaraciones efectuadas en la audiencia porque las plataformas digitales permitan formular preguntas u oponerse a algún cuestionamiento efectuado por la otra parte, en el mismo momento en que se llevan a cabo y sin inconveniente alguno. Sin embargo, la realidad demuestra que ello no es completamente así. Y digo esto porque se hace muy difícil el contradictorio cuando la oposición a determinadas preguntas o la realización de un contra-examen eficaz no puede llevarse a cabo a partir del momento en que no es posible controlar la manera en que el testigo declara cuando solamente se le ve su cara a través de una pantalla. 
Ello también afecta el derecho de defensa material del imputado pues se ve dificultada la posibilidad de controlar y confrontar la prueba de cargo, amén de la imposibilidad de mantener una comunicación directa y continua con el defensor durante el juicio en el supuesto en que se encuentren en distintos lugares físicos. Esto impide que el defensor pueda llevar a cabo una defensa eficiente porque durante la audiencia no podrán interactuar de una manera real y efectiva mientras se produce la prueba. Langevin[footnoteRef:34] también se hace eco de estas afirmaciones pues si el defensor y el imputado están físicamente separados se pierde la oportunidad de que éste le pase notas al abogado o le haga algún comentario susurrado lo cual limita la posibilidad de asesoramiento y asistencia. Así, la imposibilidad de tener comunicación directa y permanente entre el defensor y el imputado durante la audiencia, afecta el derecho de defensa.  [34:  LANGEVIN, Julián, Juicios penales…, op.cit. p.79.] 

Este aspecto también fue resuelto por los tribunales durante la situación de pandemia y consideraron que no se producía un menoscabo de la defensa porque los defensores podían mantener comunicación telefónica durante la audiencia como también la posibilidad de que se generaran sesiones en salas privadas por lo que nada impediría que se pudiera mantener, en simultáneo y de manera reservada, un contacto permanente entre el defensor y su asistido. Amén de ello, se afirmó que […] resulta importante agregar que el imputado puede no estar presente durante la totalidad de las audiencias, sean estas presenciales o virtuales, siempre que se encuentre debidamente representado por su defensor (art. 366 CPPN), por lo que conociendo previamente las defensas qué testigos serán convocados a cada audiencia podrán establecer el tipo de contacto mencionado precedentemente en tales audiencias en particular. En esta misma línea, las defensas contarán además con la posibilidad, luego de mantener los diálogos necesarios con sus pupilos entre audiencias de, por ejemplo, solicitar una nueva citación de un testigo ya convocado[footnoteRef:35]. [35:  TOPE nº 3, CPE 1814/2017/TO2, “S. A. s/Inf. Ley 22415”, 14/05/2021.] 

Entiendo que nuevamente se ha realizado un esfuerzo interpretativo atento a la realidad existente en el momento en que se dictaron estas resoluciones, esfuerzo por demás entendible. Sin embargo, a fin de garantizar la defensa material del imputado es necesario que se asegure su presencia durante el desarrollo de la audiencia. Afirma Langevin que el derecho de presencia […]consiste en el derecho de estar presente en cada una de las etapas del juicio, como por ejemplo en la declaración de los testigos de cargo[footnoteRef:36], lo cual no puede ser suplido por una comunicación con su defensor sin posibilidad de escucharlos personalmente, máxime cuando no es posible prever todas respuestas que eventualmente puede dar un testigo. También es cierto que existen situaciones en las cuales el imputado es excluido de la sala, por ejemplo, cuando interrumpe u obstaculiza el normal desenvolvimiento del debate pero, en este supuesto, es el propio imputado quien con su conducta ha perdido el derecho de estar presente. Distinta es la situación cuando se le priva de esa posibilidad durante todo el desarrollo del juicio.  [36:  LANGEVIN, Julíán, “El derecho del imputado…”, op.cit, p.263.] 

En este sentido, ha resuelto el Tribunal Europeo de Derechos Humanos que si bien el derecho del acusado a estar presente no se encuentra expresamente consignado, se desprende del objeto y fin del artículo 6 CEDH en su conjunto siendo además que el artículo 3 le reconoce a todo acusado […] el derecho a defenderse por sí mismo, interrogar o hacer interrogar a los testigos y hacerse asistir gratuitamente por un intérprete, si no comprende o no habla la lengua empleada en la audiencia, lo que no se concibe apenas sin su presencia[footnoteRef:37].  [37:  TEDH, “Colozza vs. Italia”, Sentencia del 12 de febrero de 1985, párr.27.] 

Si estos son los derechos reconocidos al imputado, coincido con Cafferata Nores cuando afirma que […]no es sencillo de imaginar el ejercicio útil por el abogado del acusado, e incluso por este mismo, de estas facultades “exploratorias” sobre los dichos que lo incriminan, y menos aún la posibilidad efectiva de “actuar” sobre quienes los pronuncien, atacando, contradiciendo, desafiando o cuestionando su veracidad, “de pantalla a pantalla” (de “ventanita a ventanita”)[footnoteRef:38]. Es por ello por lo que la presencia del imputado significa que éste tenga la posibilidad concreta y real de poder participar en el desarrollo del juicio, posibilidad que se le niega en la medida en que la presencia sea solamente de manera virtual. [38:  CAFFERATA NORES, José, “El juicio penal digital…”, op.cit., p.392.] 


2.2 La solemnidad del juicio oral y la virtualidad
Resulta éste un aspecto que necesariamente debe considerarse en tanto no se puede negar la trascendencia y el simbolismo que representa la realización del juicio en la sala de audiencias. Así, en palabras de Abraldes, [e]l espacio físico de la sala de audiencias cumple un papel simbólico directamente vinculado con las funciones de gobierno de la administración de justicia. Es una forma expresiva y representativa de valores y conceptos en un Estado de Derecho[footnoteRef:39]. Comparte el autor la opinión de Binder[footnoteRef:40] en cuanto éste considera que a través de la comunicación que se produce en la audiencia de debate se logra un lugar de pacificación y tolerancia. [39:  ABRALDES, Sandro, “Juicio oral…, op.cit., p.26.]  [40:  BINDER, Alberto, Elogio de la audiencia oral…, op.cit. p.37 y ss.] 

El debate tiene una ritualidad y una solemnidad que es importante porque hace a la transparencia. No es lo mismo que un testigo o un perito declaren frente a un Tribunal o a frente a un jurado que hacerlo desde su casa o, incluso, en una sala vacía mientras el Tribunal y las partes están conectados por una plataforma virtual. El juicio es un acto solemne que, como tal, debe cumplir con las formalidades previstas y esta solemnidad no puede alcanzarse en cualquier ámbito ni con los medios digitales porque el lugar donde se desarrolla resulta igualmente trascendente.
Cuando se habla del proceso como una garantía de justicia para el individuo y para la sociedad, afirma Vélez Mariconde que ésta […] consiste, desde luego, en la necesidad irrefragable de que un proceso legalmente definido preceda a toda sanción; en la solemnidad y formas que deben observarse al cumplir los actos que lo integran; en el orden regular que ha de guardarse y en el tiempo que ha de emplearse; en la intervención y recíproco control de los magistrados, los funcionarios públicos y demás personas actuantes, algunos de los cuales son indispensables; y en las diversas oportunidades que ellos tienen para cumplir sus deberes y ejercer sus poderes jurídicos o hacer valer sus intereses[footnoteRef:41]. Claramente no es posible hablar de solemnidad ni de formas cuando cada una de las partes intervinientes se encuentra cómodamente sentado en su domicilio, en un bar o, incluso, en su propio despacho pero aun así toda la comunicación se logra a través de una pantalla sin ningún contacto físico.  [41:  VÉLEZ MARICONDE, Alfredo, Derecho Procesal…, op.cit., p.28.] 

Y si se piensa en la sala de audiencias donde cada parte tiene previamente asignado un lugar, donde la víctima, testigos y peritos deben declarar frente al Tribunal, las partes y el público presente, ello no puede ser replicado a través de una plataforma virtual porque no es posible reemplazar las implicancias humanas, sociales y jurídicas que hay en un juicio oral presencial.


IV. CONCLUSIONES
Es posible sostener que la admisión de realizar los juicios penales a través de plataformas virtuales tuvo su razón de ser en virtud de la situación de pandemia que asolaba al mundo entero y, por ello, los Tribunales convalidaron la posibilidad de llevar adelante juicios penales de manera remota o a través de plataformas virtuales, descartando todas las argumentaciones planteadas por los defensores en cuanto a la violación del debido proceso. Si bien es cierto que dieron respuesta a cada uno de los agravios, muchas de ellas resultaron insuficientes porque no ingresaron en aspectos más profundos. Claro está que la crisis sanitaria que imperaba en ese momento no permitía mayores disquisiciones.
En este sentido, lleva razón Rua[footnoteRef:42] cuando afirma que la discusión, en ese momento, sobre la viabilidad de realizar los juicios virtuales o paralizar la justicia por tiempo indefinido no tenía mayor sustento porque esta segunda opción no era, en modo alguno, posible. Y sí que significó un viraje profundo pues, en palabras de Cafferata Nores, no se recuerda un cambio […]más repentino, abarcativo y profundo de las formas procedimentales hasta ahora conocido, cambio al que además se le atribuye poner en jaque algunos de los pilares constitucionales que fundamentan al proceso penal[footnoteRef:43]. [42:  RUA, Gonzalo, “Juicios orales…”, op.cit., p.1]  [43:  CAFFERATA NORES, José, “El juicio penal…”, ob.cit., p.386.] 

Ahora bien, ya no estamos en situación de emergencia y, a pesar de ello, no pocas veces se han seguido realizando los juicios a través de plataformas virtuales sin que exista ninguna razón válida que lo justifique. En modo alguno, esto implica renunciar a la utilización de herramientas digitales porque pueden resultar muy útiles para llevar la actividad procesal que se desarrolla durante la etapa de la investigación penal preparatoria o, incluso, los actos preliminares del juicio. Piénsese, v.gr., en la posibilidad de entrevistar a las víctimas o testigos durante la investigación penal por alguno de estos medios evitando así que las personas deban comparecer dos o tres veces y solamente deban presentarse el día del juicio para declarar frente al Tribunal. En este sentido, coincido con Morillo-Guglielmi[footnoteRef:44] cuando sostiene que la etapa de la investigación penal es el ámbito en que, sin duda, puede sacarse más provecho de las herramientas digitales. Sin embargo, considero que no puede utilizarse para el juicio propiamente dicho sustituyendo la presencialidad física de todos los sujetos intervinientes. [44:  MORILLO-GUGLIELMI, Gisela, “La utilización de nuevas tecnologías en la investigación penal preparatoria”, Revista de Derecho Procesal Penal, Crisis de legalidad en el proceso penal-II, 2020-2, Ed. Rubinzal-Culzoni, Santa Fe, 2021, p.103.] 

Más allá de que hoy en día existen muchas aristas que no han sido resueltas sobre el uso de herramientas digitales, lo cierto es que la percepción de la realidad por medio de nuestros sentidos no puede ser sustituida por la percepción que se tiene a través de una pantalla máxime cuando estamos hablando de una actividad procesal que conlleva el mayor ejercicio de poder del Estado como es la aplicación de una sanción penal. De ahí que las garantías constitucionales que rodean al juicio no son formulaciones abstractas o teóricas y no se satisfacen con cualquier procedimiento. Resultan ilustrativas las palabras de Richard González[footnoteRef:45] cuando afirma que de la misma manera en que nadie debe entender que sus seguidores en las redes sociales son en realidad sus amigos o que un Pokémon es un sustituto pero no es una mascota igualmente no puede considerarse que el juicio presencial y el virtual sean lo mismo. [45:  RICHARD GONZÁLEZ, Manuel, “Elogio del juicio oral…”, op.cit., p.14.] 

Amén de ello, no puedo dejar de resaltar que el juicio oral, como acto central del sistema judicial, se trata de un acto formal y solemne que tiene una ritualidad que es acorde con las profundas connotaciones que el acto de juzgar implica y, por lo tanto, no da lo mismo hacerlo en cualquier lugar. Es lo que Abraldes[footnoteRef:46] denomina lo simbólico del juicio oral en la sala de audiencias pues considera que el espacio físico cumple un papel simbólico porque es una forma expresiva y representativa de los valores en un Estado de Derecho. No tiene el mismo significado que el testigo jure decir la verdad y declare sentado en su domicilio que hacerlo frente al Tribunal y las partes, igual puede predicarse de los Jueces y los jurados que no pueden asumir la tarea de decidir sobre la culpabilidad o inocencia de una persona desde la comodidad de su vivienda. No da lo mismo cualquier lugar porque la falta de solemnidad y ritualidad termina por desnaturalizar todo el juicio. [46:  ABRALDES, Sandro, “Juicio oral virtual…”, op.cit., p.25 y ss. ] 

Considero que si el legislador finalmente decide acometer la tarea de regular los juicios virtuales, deberá ser muy cuidadoso en establecerlo como un juicio especial sólo para supuestos en que sea absolutamente imposible que el juicio se desarrolle de manera presencial, debiendo tales supuestos determinarse expresamente en la ley. Fuera de éstos, el juicio virtual implica un menoscabo de las garantías constitucionales en tanto no puede válidamente hablarse de un debido proceso en un Estado de Derecho.
Valgan en este sentido las Conclusiones del Consejo de la Unión Europea sobre Acceso a la justicia: aprovechar las oportunidades de la digitalización, en cuanto afirman que […] la utilización de las tecnologías digitales y medios de comunicación electrónicos no debe ir en detrimento del derecho a ser oído, en particular el derecho a la igualdad de armas procesales y el derecho a un procedimiento contradictorio, del derecho a una audiencia pública, en algunos casos también el derecho a una vista oral en presencia física de la parte afectada, ni del derecho de recurso[footnoteRef:47]. De allí la necesidad de equilibrio para incorporar las herramientas digitales en el proceso penal. [47:  Conclusiones “Acceso a la Justicia: aprovechar las oportunidades de la digitalización”, 11599/20 Consejo de la Unión Europea, 8 de octubre de 2020, par. 17.] 
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